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RELATORÍA SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD 

CUESTIONARIO DE CONSULTA SOBRE MEDIDAS DIRIGIDAS A REDUCIR 
EL USO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
 Seguimiento al Informe sobre el Uso de la Prisión Preventiva en las Américas 

La Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad elaborará en el curso del presente año un estudio acerca del proceso de seguimiento de las recomendaciones de la CIDH relativas al uso de la prisión preventiva emitidas en su informe de 2013
. En dicho informe, la CIDH concluyó que el uso no excepcional de la prisión preventiva es uno de los problemas más graves y extendidos que enfrentan los Estados miembros de la OEA en cuanto al respeto y garantía de los derechos de las personas privadas de libertad, y que el uso excesivo o abusivo de esta medida es uno de los signos más evidentes del fracaso del sistema de administración de justicia. Ante esta situación, la CIDH proporcionó una serie de recomendaciones a los Estados a fin de que corrigieran la excesiva aplicación de la prisión preventiva, garantizando que esta medida sea de carácter excepcional y se encuentre limitada por los principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad. 

El proceso de seguimiento en referencia se hará teniendo como enfoques principales las recomendaciones relacionadas con la aplicación de otras medidas cautelares alternativas o sustitutivas de la prisión preventiva
, así como las recomendaciones de carácter general relativas a políticas del Estado, tales como esfuerzos para erradicar el uso de la prisión preventiva como herramienta de control social o pena anticipada, medidas de cualquier índole a fin de reducir la utilización de esta medida cautelar, y medidas para corregir el retardo procesal y revertir el alto porcentaje de personas que se encuentran privadas de su libertad sin una condena firme. Por otra parte, considerando la situación de especial riesgo en que se encuentran las mujeres en prisión preventiva, este informe avanzará principios consonantes en el marco internacional regulatorio de los derechos de las mujeres. 
Como complemento a este informe de seguimiento, la CIDH también elaborará una guía práctica que incluirá medidas administrativas, legislativas y de política pública, así como recomendaciones dirigidas a los funcionarios de los tres poderes públicos a fin de desarrollar más ampliamente las recomendaciones objeto de este estudio, con un énfasis especial en las medidas alternativas a la prisión preventiva. 

El objetivo de este cuestionario es recopilar información de los Estados, la sociedad civil y otros expertos y expertas, a fin de que sea considerada en la elaboración del referido estudio y la guía práctica. La Comisión invita a responder las preguntas de este cuestionario, y en su caso, a adjuntar copias de los marcos normativos, políticas y prácticas respecto de la temática a abordar. 

El plazo para remitir la información solicitada vence el  22 de mayo de 2016, y debe enviarse a la siguiente dirección: 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

Organización de los Estados Americanos  

1889 F Street, NW  

Washington DC, 20006

cidhtematico@oas.org    

El asunto del correo electrónico debe ser: Consulta - Cuestionario Prisión Preventiva. Para cualquier consulta o aclaración favor enviarla a la siguiente dirección: sgalvan@oas.org  

I. Medidas de carácter general para reducir la prisión preventiva

1. Describir las medidas judiciales, legislativas y de otra índole, que se han adoptado para reducir el uso excesivo de la prisión preventiva, con miras a garantizar que esta medida sea de carácter excepcional y se encuentre limitada por los principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad. En particular informar sobre los siguientes aspectos: 

a. medidas para corregir el retardo procesal, y revertir el porcentaje de personas en prisión preventiva, entre ellas, disponer los recursos necesarios para tal fin;

b. existencia de información sobre los impactos de la prisión preventiva en la reducción de la delincuencia, y si se ha utilizado dicha información para orientar las políticas públicas en materia de seguridad ciudadana;
c. medidas con un enfoque diferenciado, enfocadas a reducir la prisión preventiva de mujeres, personas LGTBI, adolescentes, personas indígenas, afrodescendientes, y personas con alguna discapacidad, y 

d. otros aspectos que se consideren relevantes. 

2. Describir buenas prácticas adoptadas para reducir el uso de la prisión preventiva. 
3. Indicar las medidas que se adoptan para garantizar que las personas detenidas sean presentadas ante el juez de manera inmediata a su detención. Este tipo de medidas han sido implementadas por Estados como Brasil y Argentina, mediante las audiencias de custodia y las audiencias de control de detención, respectivamente. 

4. Considerando las problemáticas que suelen presentarse en los traslados de personas privadas de libertad a los tribunales, tales como falta de transporte necesario o carencia de gasolina, describir acciones tendientes para contrarrestar dicha situación. Al respecto, mediante las audiencias en las cárceles en Bolivia, las autoridades judiciales han celebrado audiencias en centros penitenciarios para determinar la situación jurídica de las personas detenidas. 
5. Señalar si se cuentan con servicios previos al juicio similares a los implementados en países como Estados Unidos, Chile, Perú, y México, mediante los cuales se permite a los jueces tomar decisiones más informadas, relacionadas con la evaluación del riesgo procesal en el caso concreto y con la legitimidad de la aplicación de medidas alternativas a la prisión preventiva mediante mecanismos de supervisión. 

II. Marco Normativo
1. Indicar si en los últimos tres años se han adoptado reformas legislativas relacionadas con la aplicación de la prisión preventiva o medidas alternativas a la misma, y si se ha contado con la participación de la sociedad civil para su elaboración. En su caso, señalar si han existido críticas de distintos sectores respecto a las iniciativas presentadas. 

2. En relación con el marco legal vigente relativo a la prisión preventiva, indicar:

a. la existencia de alguna disposición especial para la aplicación de la prisión preventiva con enfoque de género, dirigida a niñas
; mujeres madres, embarazadas o lactantes;

b. respecto al procedimiento para decidir la imposición de la prisión preventiva, señalar si es oral o contempla la posibilidad de una audiencia, así como indicar los actores que intervienen en dicho procedimiento;

c. la existencia de delitos “no excarcelables”, es decir, delitos para los cuales los jueces están obligados a imponer prisión preventiva como única medida de aseguramiento; 

d. si se contempla el deber del juez de ejercer una revisión periódica de toda prisión preventiva impuesta, con objeto de determinar la necesidad de su mantenimiento, y

e. el proceder de las autoridades ante el incumplimiento de las medidas cautelares no privativas de la libertad.

III. Información Estadística

1. Aportar información estadística relativa a la prisión preventiva, en la que se muestren los siguientes indicadores:

a. cantidad de personas detenidas o aprehendidas;

b. cantidad de personas sometidas a prisión preventiva (desagregado por delito imputado, género y edad; 

c. cantidad de personas en prisión preventiva por cada 100.000 habitantes; 

d. cantidad de personas penalmente acusadas que se encuentran en libertad, y

e. cantidad de personas detenidas preventivamente que posteriormente fueron absueltas. 
2. Indicar si se ha presentado reducción respecto del número de personas en prisión preventiva, durante los tres últimos años. De ser así, especificar las medidas adoptadas que habrían producido dicha reducción. 

IV. Medidas relacionadas con la prisión preventiva impuesta a mujeres y adolescentes  

1. Considerando el riesgo especial que enfrentan las mujeres en prisión preventiva, señalar las  medidas adoptadas por el Estado a fin de garantizar su seguridad con una perspectiva de género y del marco internacional que regula los derechos de las mujeres.

2. Indicar las acciones adoptadas en caso de que las niñas y mujeres sean víctimas de  violencia sexual durante la prisión preventiva; en particular, especificar las medidas adoptadas para garantizar que se tenga una perspectiva de género en el proceso judicial para investigar y sancionar a los responsables de tales. 

V. Medidas alternativas a la prisión preventiva

1. Indicar los tipos de medidas alternativas que actualmente se aplican en el Estado respectivo y desde qué fecha.

2. En relación con la existencia de estas medidas con enfoque de género, especificar lo siguiente: 

a. existencia de medidas alternativas dirigidas a niñas y adolescentes, y a mujeres embarazadas, lactantes y cabezas de familia;

b. si se contemplan medidas alternativas tales como albergues administrados por agentes no estatales u otros servicios comunitarios, y 

c. en su caso, la forma y grado de participación de la sociedad civil en el diseño y el monitoreo de la aplicación de estas medidas.

3. En relación con la fianza, señalar las medidas adoptadas para garantizar que su aplicación no constituya una medida discriminatoria hacia personas que no tienen la capacidad económica de consignar dichos montos.
4. Especificar si se cuenta con la participación de agentes no estatales
 para la implementación o monitoreo de este tipo de medidas alternativas.  

5. Indicar el número de solicitudes de aplicación de la prisión preventiva que formulan los fiscales, en relación con la cantidad de casos en los que solicitan otra medida alternativa respecto de la cantidad de casos en los que los jueces acceden a imponer la prisión preventiva. De ser posible, señalar la relación porcentual entre estas variables.
6. Señalar los principales avances y desafíos de la aplicación de medidas distintas a la prisión preventiva.
7. Indicar los mecanismos de gestión y supervisión con que se cuenta para monitorear la implementación de las medidas alternativas a la prisión preventiva; especificar si se cuentan con medidas de monitoreo que respondan a una perspectiva de género y a un enfoque intercultural. Asimismo, señalar si se han implementado medidas parecidas a las estrategias de supervisión ejecutadas por los servicios de antelación al juicio en países como Estados Unidos, Chile y Perú, o por la Unidad de Medidas Cautelares para Adolescentes de Morelos en el estado de Morelos, México.
8. Describir buenas prácticas en materia de medidas alternativas a la prisión preventiva.
9. Indicar si se han implementado mecanismos de monitoreo electrónico, tales como en Brasil y Perú, a fin de sustituir la pena privativa de la libertad.
10. Señalar si se cuentan con cortes o tribunales de tratamiento de drogas mediante los cuales la persona detenida dependiente del uso de drogas, accede de forma voluntaria a recibir tratamiento bajo una estricta supervisión judicial. Ejemplos de tales iniciativas se pueden encontrar en Brasil, Canadá, Chile y Estados Unidos.
11. Describir las medidas adoptadas a fin de utilizar la justicia restaurativa para dar resolución a cuestiones derivadas del delito. Al respecto, Costa Rica ha implementado un programa de justicia restaurativa en justicia penal. 
Nota: En los casos de países federales, deberá aportarse la información desagregada de cada estado/provincia federada. La información estadística requerida deberá desagregarse según el sexo de la persona privada de libertad, raza, etnia, edad y condición de discapacidad. 

Este proyecto es realizado gracias al apoyo financiero de España. 

� La Comisión Interamericana entiende por “prisión o detención preventiva” todo el periodo de privación de libertad de una persona sospechosa de haber cometido un delito, ordenado por una autoridad judicial y previo a una sentencia firme. 


� Las medidas alternativas o sustitutivas a la prisión preventiva, son aquellas medidas u opciones de tipo procesal que permiten que la persona acusada se encuentre en libertad mientras se tramita el proceso.





� El término “niña” se refiere indistintamente a todas las niñas y adolescentes, entendiendo por éstas a toda persona menor de 18 años cumplidos, conforme al concepto utilizado por la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño y el corpus juris internacional sobre la materia. 


� En su informe sobre el uso de la prisión preventiva en las Américas, la CIDH hace mención a las funciones de supervisión y monitoreo de la situación de las personas privadas de libertad por parte de las organizaciones de la sociedad civil y las instituciones académicas comprometidas con el trabajo en cárceles (párr. 304). 
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